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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

El recurrente, Benjamín Adorno García, solicita que revisemos 

una resolución en la que la Junta de Liberta bajo Palabra (JLBP) le 

revocó ese beneficio. La resolución recurrida se dictó el 10 de mayo 

de 2018 y notificó el 11 de mayo de 2018. El recurrente solicitó 

reconsideración. 

El Procurador General presentó su oposición al recurso. 

I 

El 2 de noviembre de 2017, la JLBP concedió al recurrente el 

beneficio de libertad bajo palabra. El señor Adorno aceptó todas las 

condiciones y se comprometió a cumplirlas con absoluta fidelidad. 

Fue advertido de que la JLBP podía ordenar su arresto y revocarle 

el privilegio, por violentar alguna de las condiciones entre las que se 

encuentran las siguientes: 

8. Cualquier cambio de residencia dentro de los 
límites territoriales de Puerto Rico, necesita la 
autorización previa, por escrito del Oficial de libertad 

bajo palabra a cargo de su caso. Cualquier cambio de 
residencia para afuera de Puerto Rico, necesitará la 

autorización previa, por escrito de la Junta de Libertad 
Bajo Palabra. 
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15. El liberado será referido a la Administración 
de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción o a 

cualquier otro programa certificado que ofrezca 
tratamiento similar para evaluación y/o tratamiento 

contra el uso de sustancias controladas y/o bebidas 
embriagantes. 

18. El liberado se mantendrá interno en el Hogar 

Nueva Vida de Gurabo, sin derecho a pases, hasta que 
dicho programa certifique el máximo de su tratamiento, 
extinga su sentencia y/o la Junta determine lo 

contrario. Deberá cooperar con el personal directivo y 
profesional del hogar en el que se le interne y participar 

de toda terapia, consejería y tratamiento. No podrá 
abandonar dicho programa interno para ingresar a 
otro sin permiso de la Junta y con prueba certificada 

del Programa de que el liberado ha demostrado tener 
interés en cooperar para rehabilitarse. No podrá 

abandonar dicho tratamiento interno para vivir en 
la libre comunidad hasta tanto la Junta lo autorice 
y demuestre mediante certificado del programa, que 

puede hacerlo y disponga de Hogar, Amigo Consejero, 
Empleo o Estudios corroborados por el Programa de 
Comunidad. 

 

El 15 de noviembre de 2017, el recurrente informó a su 

técnica socio penal que abandonaría el Programa Nueva Vida, 

porque no le estaban proveyendo el medicamento “Suboxone”. La 

señora Pérez le explicó que el Programa Nueva Vida era libre de 

drogas y que el uso de ese medicamento no era compatible con el 

mismo. 

El 24 de noviembre de 2017, el recurrente abandonó el Hogar 

Nueva Vida. El 27 de noviembre de 2017, el Supervisor de ese hogar 

informó a la JLBP que el recurrente abandonó su tratamiento y se 

evadió de los predios del hospital. Véase, pág. 21 del apéndice de la 

oposición. 

El 4 de diciembre de 2017, el recurrente acudió al Programa 

“Teen Challenge” en el Centro Buena Vista de Bayamón, pero no fue 

admitido, debido a sus múltiples condiciones terminales y 

contagiosas. Por esa razón, fue llevado a casa de su esposa, pero 

tenía que regresar al programa el 11 de diciembre de 2017. Sin 

embargo, no fue hasta el 18 de diciembre de 2017 que reingresó en 

el Hogar Teen Challenge y ese mismo día la Técnico Socio Penal 

rindió el Informe de Violación de Condiciones. 
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El 19 de diciembre de 2017, la JLBP ordenó el arresto del 

recurrente, porque violentó varias condiciones del Mandato de 

Palabra y fue citado a una vista sumaria. El 26 de diciembre de 2017 

fue ingresado en la Institución de Bayamón y ese día fue trasladado 

al Centro Médico Correccional. 

El 9 de enero de 2018, la funcionaria de la Junta, Wanda 

Andrade Andino, informó a la JLBP que el recurrente nunca fue 

dado como ingreso y que en el hospital correccional le informaron 

que estaba apto para comparecer a la vista sumaria. 

El recurrente fue citado a la Vista Sumaria Inicial e informado 

que se le imputaban cargos por violentar las condiciones del 

Mandato de Libertad bajo Palabra siguientes: 

1) condición número 11, debido a que abandonó el 

Hogar Nueva Vida y el resultado de una prueba 
toxicológica realizada el 6 de diciembre de 2017, 
demostró que estaba activo en el uso de heroína y 

cocaína. 
2) condición núm.15, porque abandonó el tratamiento 

interno en el Hogar Nueva Vida. 

3) condición núm. 8, debido a que abandonó su 
residencia en el Hogar Nueva Vida, sin la 

autorización de la Junta y o su técnico socio penal. 
4) condición núm. 18, debido a que abandonó su 

residencia en el Hogar Nueva Vida, sin autorización 

de la Junta y o su técnico socio penal. 
5) condición núm. 7, porque está activo en el uso de 

heroína y cocaína, de acuerdo con la prueba 
toxicológica realizada el 6 de diciembre de 2017. 
 

El 10 de enero de 2018 se realizó la vista sumaria inicial y se 

presentó el INFORME DE VIOLACIÓN DE CONDICIONES. El 24 de 

enero de 2018, la JLBP determinó causa por violación a las 

condiciones 11, 15, 8, 18 y 7 del Mandato de Libertad de Palabra. 

La determinación se notificó el 6 de febrero de 2018. El foro 

recurrido estableció los hechos siguientes. La orden de arresto se 

expidió el 26 de diciembre de 2017 y ese mismo día el recurrente fue 

ingresado en el Centro de Ingreso, Diagnóstico y Clasificación de 

Bayamón. La Junta nunca fue notificada de su ingreso. La abogada 

del recurrente planteó que en el informe enmendado existe evidencia 
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de que a su cliente no se le realizó una prueba toxicológica el 6 de 

diciembre de 2017. Se informó que el 11 de noviembre de 2017, la 

Dra. Quiles evaluó al liberado para recibir tratamiento ambulatorio. 

Su abogada argumentó, que el liberado abandonó el programa 

interno, porque no lo llevaban a sus citas médicas y no había 

servicio eléctrico. Además, informó que ingresó por cuenta propia al 

Hogar Teen Challenge. Durante la vista se propuso su ingreso en el 

Hogar Crea. Posteriormente, Hogar Crea rechazó aceptarlo, por la 

naturaleza de los crímenes que cometió. 

La abogada del recurrente planteó que la vista sumaria no se 

realizó dentro del término que establece la ley. La JLBP rechazó el 

planteamiento, porque el recurrente fue arrestado el 26 de diciembre 

de 2017 y ese mismo día fue trasladado hospital. Sin embargo, 

nunca fue dado como ingreso. Según el foro recurrido, la JLBP tuvo 

conocimiento de esa situación el 9 de enero de 2018 y la vista 

sumaria se realizó al día siguiente. 

La vista final se realizó el 27 de febrero de 2017. El 2 de mayo 

de 2018, la Oficial Examinadora presentó su informe en el que 

consta lo siguiente. El recurrente compareció a la vista junto a su 

abogada. El técnico socio penal, José Cruz Vélez, también estuvo 

presente. Durante la vista se pasó prueba sobre los cargos 

imputados. La abogada del recurrente alegó que la vista no se realizó 

dentro del término establecido en ley y solicitó que su cliente pudiera 

cumplir la sentencia en la libre comunidad. El técnico socio penal 

informó que referiría el asunto al Programa de Comunidad de 

Bayamón. La Oficial Examinadora expresó que hizo gestiones con el 

Programa de Comunidad para saber el estatus del caso, pero fueron 

infructuosas. Por último, resolvió que el recurrente renunció al 

término para la celebración de la vista final. 
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La Oficial Examinadora concluyó que no podía hacer una 

determinación final hasta que la Junta no contara con la debida 

corroboración de vivienda. 

El 8 de mayo de 2018, la JLBP emitió un informe 

complementario, en el que consta que el recurrente informó que 

arrojó resultados positivos de cocaína y heroína en una prueba 

toxicológica. Sin embargo, no pudo presentar ese resultado, porque 

no identificó el centro en el que se realizó el estudio. No obstante, 

también consta que el 19 de diciembre de 2017 se le hizo una prueba 

toxicológica en el Hogar “Teen Challenge” y dio positivo a 

Benzodiacepina y Xanax. Además, consta en el informe que no fue 

aceptado en el Hogar Crea, debido a la naturaleza del delito que 

cometió y que su hermana tampoco lo aceptó en su residencia. 

Véase, págs. 48-49 del apéndice. 

El 10 de mayo de 2018, la JLBP revocó el privilegio de libertad 

bajo palabra, porque el recurrente violentó las condiciones número 

15, 8 y 18 del Mandato. El foro recurrido determinó que el recurrente 

abandonó el Hogar Nueva Vida el 24 de noviembre de 2017. La 

Junta rechazó la falta de medicamento para atender su adicción al 

Suboxone, como excusa para abandonar el Hogar Nueva Vida. 

Según la Junta, el recurrente conocía que iba a trabajar con su 

trastorno adictivo, conforme a las normas de ese hogar. No obstante, 

desestimó los cargos por violación a las condiciones número 11 y 7, 

porque no se presentó el resultado positivo de las pruebas 

toxicológicas. Sin embargo, hizo constar que del Informe 

Complementario de Querella surge esa información. 

Por otro lado, la Junta recalcó que consideró varias opciones. 

Además, señaló que la abogada del recurrente renunció a los 

términos, porque se le dio la oportunidad de presentar alternativas. 

El foro recurrido señaló que las alternativas propuestas fueron 

infructuosas, porque ni el Hogar Crea, ni su hermana lo aceptaron. 
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La Junta concluyó que el recurrente demostró pobres ajustes de 

autocontrol y necesita tratamiento para atender su dependencia a 

las sustancias controladas. Según la Junta, su proceso de 

rehabilitación está mejor servido dentro del ambiente estructurado 

de la institución correccional. 

Inconforme el recurrente presentó este recurso en el que alega 

que la Junta ordenó su arresto sin justa causa y sin considerar sus 

condiciones de salud. Además, señaló que la vista final se realizó 

vencido el término jurisdiccional de 60 días. 

II 

A 
 

Los dictámenes de los organismos administrativos merecen la 

mayor deferencia judicial. Esta norma está asentada en el principio 

de que, los organismos administrativos tienen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que le han sido delegados. Como 

norma general, los tribunales no intervendremos con sus 

determinaciones de hechos, siempre y cuando estén sustentadas 

por evidencia sustancial que surja del expediente administrativo 

considerado en su totalidad. Al hacer ese análisis, debemos utilizar 

el criterio de la razonabilidad. La razonabilidad de la actuación de la 

agencia es el criterio rector al momento de evaluar la corrección de 

una decisión administrativa. Vargas Serrano v. Institución 

Correccional, 198 DPR 230, 237 (2017); The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012). 

La parte que cuestiona el dictamen administrativo tiene que 

convencer al tribunal que la evidencia en la cual se apoyó la agencia 

no es sustancial. Por esa razón, tiene que establecer que en el récord 

administrativo existe otra prueba, que demuestra que la decisión de 

la agencia no está basada en evidencia sustancial o que reduce el 

valor probatorio de la prueba que impugna. Otero v. Toyota, 163 DPR 

716, 728 (2005). 
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 Los tribunales sí podemos revisar las conclusiones de derecho 

de las agencias administrativas en su totalidad. Sin embargo, no 

quiere decir que podamos descartar libremente las conclusiones e 

interpretaciones de las agencias y sustituirlas por las nuestras. El 

foro judicial debe darles gran peso y deferencia a las 

interpretaciones que las agencias administrativas hacen de las leyes 

particulares que le corresponde poner en vigor. Esta deferencia está 

fundamentada en la vasta experiencia y el conocimiento 

especializado de las agencias sobre los asuntos encomendados. Las 

agencias, contrario a los tribunales, cuentan con conocimientos 

altamente especializados acerca de los asuntos que les ha delegado 

el legislador. Por lo tanto, nuestra revisión se limita a determinar 

si la interpretación, o actuación administrativa fue razonable 

a la luz de las pautas trazadas por el legislador. Si la 

interpretación de la ley que hizo la agencia es razonable, aunque no 

sea la únicamente razonable, debemos honrar su deferencia. 

(Énfasis nuestro). Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 

615 (2006). 

A manera de resumen, el Tribunal Supremo ha expresado que 

la norma de la deferencia solo cede cuando: (1) la determinación 

administrativa no está basada en evidencia sustancial, (2) el 

organismo administrativo ha errado en la aplicación e interpretación 

de las leyes o los reglamentos que le corresponde administrar, (3) 

cuando el organismo administrativo actúa arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente, realizando determinaciones carentes de una base 

racional, o (4) cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, supra, a la pág. 822. 

B 

La Junta de Libertad Bajo Palabra tiene la autoridad para 

decretar la libertad bajo palabra de cualquier persona recluida en 
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cualquiera de las instituciones penales de PR. Art. 3 de Ley Núm. 

118 de julio 22 de 1974, 4 LPRA sec. 1503. La libertad bajo palabra 

es un privilegio para las personas recluidas en una institución 

carcelaria o en un programa de desvío, que cumplen con los 

requisitos reglamentarios establecidos por la JLBP, muestran un 

alto grado de rehabilitación y no representan riesgo a la sociedad. 

Art. 3-C de Ley Núm. 118, supra, 4 LPRA sec. 1503 c. La JLBP tiene 

autoridad para ordenar el arresto del liberado que violente alguna 

condición de la libertad bajo palabra. Se celebrará una vista sumaria 

inicial ante un oficial examinador dentro del término más breve 

posible, que en circunstancias normales no excederá de setenta y 

dos horas, a partir del arresto y reclusión del liberado. Durante esa 

vista, se determinará si existe causa probable para que el liberado 

continúe recluido hasta la determinación final. La Junta deberá 

realizar una vista final, dentro de los sesenta días a partir de la fecha 

del arresto del liberado. Este término podrá ser prorrogado por justa 

causa o a solicitud del liberado. Art. 5 de la Ley Núm. 118, supra, 4 

LPRA sec. 1505. 

C 

El mandato es el certificado de libertad bajo palabra expedido 

por la Junta con las condiciones mandatorias y especiales que tiene 

que cumplir el liberado desde el momento en que la libertad bajo 

palabra es efectiva. Art. V del Reglamento Procesal de la Junta de 

Libertad bajo Palabra, Reglamento Núm. 77991 del 21 de enero de 

2010. 

La Junta celebrará una vista sumaria inicial dentro del 

término más pronto posible que en circunstancias normales no 

deberá exceder de 72 horas a partir de su arresto y reclusión. 

Cuando el liberado, luego de arrestado, es ingresado directamente 

                                                 
1 Enmendado por el Reglamento Núm. 8495 del 24 de junio de 2014. 
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en una unidad médica, debido a una condición de salud ese, término 

de 72 horas, comienza después que es dado de alta. Art. XII, Sec. 

12.4, D 1 y 2 del Reglamento Núm. 7799. 

La vista final se celebrará dentro de los sesenta días 

calendario a partir de la fecha del arresto del liberado. Este término 

podrá prorrogarse por justa causa o a solicitud de liberado o su 

representante legal. El tiempo de la vista final puede prorrogarse por 

justa causa, a solicitud del liberado o de su representación legal. 

Este último caso significa una renuncia a los términos. Art. XII, Sec. 

12.4 E del Reglamento 7799, supra. 

III 

El recurrente alega que la JLBP incumplió con el término de 

72 horas para realizar la vista sumaria. No tiene razón, porque en el 

expediente administrativo existe evidencia de que fue arrestado e 

ingresado el 26 de diciembre de 2016 y ese mismo día fue recluido 

en el Centro Médico Correccional. La Junta se enteró de la situación 

el 9 de enero de 2018 y realizó la vista sumaria el 10 de enero de 

2018. 

Por otro lado, argumenta que no renunció a los términos que 

le benefician y que la vista final se realizó vencido el término 

establecido en ley. Tampoco tiene razón, porque en el récord de la 

agencia existe evidencia de que su abogada aceptó renunciar a los 

términos, para buscar alternativas para su cliente. La exploración 

de estas alternativas ocasionó una dilación en el proceso, porque 

requirió una investigación en colaboración con otros programas. La 

representación legal del recurrente sabía que esa era la 

consecuencia. 

Por último, el recurrente plantea que no existe razón para 

revocarle la libertad bajo palabra y que la JLBP ordenó su ingreso, 

sin considerar sus problemas de salud. 
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El foro administrativo actuó correctamente al revocarle al 

recurrente el privilegio de extinguir su sentencia en libertad bajo 

palabra. La JLBP hizo un ejercicio adecuado de la amplia discreción 

que tiene para revocar la libertad bajo palabra a cualquier 

persona recluida en las instituciones penales de Puerto Rico. La 

resolución recurrida está basada en la evidencia sustancial que 

obra en el récord administrativo y que no ha sido derrotada por 

el recurrente. El confinado no ha podido establecer que en ese 

récord existe otra prueba que menoscaba el valor probatorio de la 

evidencia sustancial en la que está fundamentada la resolución 

recurrida. 

El récord de la agencia tiene evidencia sustancial de que el 

recurrente violentó las condiciones a las que se obligó a cumplir para 

poder disfrutar del beneficio de libertad bajo palabra. El 24 de 

noviembre de 2017 abandonó el Hogar Nueva Vida, a pesar de que 

una de las condiciones impuestas era que permaneciera en ese 

lugar. El recurrente se comprometió expresamente a no 

abandonar el Hogar Nueva Vida, sin permiso de la Junta y sin 

una certificación del programa sobre su interés en cooperar para 

rehabilitarse. El señor Adorno incumplió con el compromiso de 

cumplir con absoluta fidelidad las condiciones de la libertad bajo 

palabra. El recurrente conocía las consecuencias, porque fue 

advertido que su incumplimiento podía ocasionar su arresto y la 

revocación del privilegio. 

El confinado tampoco ha podido demostrar que la Junta 

incurrió en una aplicación errada del derecho. Por el contrario, la 

decisión está basada en el conocimiento especializado que la Junta 

de Libertad bajo Palabra tiene en la interpretación y aplicación de 

su ley habilitadora y en su reglamentación interna. 

La JLBP actuó dentro de la autoridad que tiene para ordenar 

el arresto del liberado que violente alguna condición de la libertad 
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bajo palabra. Su decisión es las más beneficiosa para la 

rehabilitación del confinado, porque el señor Adorno demostró que 

no tiene autocontrol para atender sus adicciones y necesita 

tratamiento para su dependencia a las sustancias controladas. Por 

esa razón, lo más beneficioso para su rehabilitación es que 

permanezca dentro del ambiente estructurado provisto por la 

institución correccional. 

A base de la evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo, no tenemos duda alguna, de que la Junta de 

Libertad bajo Palabra consideró y aplicó adecuadamente la ley y la 

reglamentación que le corresponde poner en vigor, e hizo un ejercicio 

razonable de su discreción. Ante la ausencia de prueba que 

establezca que ese foro actuó de forma arbitraria, ilegal, irrazonable, 

fuera de contexto o huérfana de evidencia sustancial, estamos 

obligados a reconocer la deferencia que merece la resolución que 

revocó al recurrente el privilegio de libertad bajo palabra y ordenó 

su ingreso a una institución correccional para continuar 

cumpliendo su sentencia. 

IV 

Por todas las razones antes expuestas y de conformidad al 

derecho citado se confirma la resolución recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


